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El trabajo es un hecho social, o al menos así estu-
vo concebido en la tradición legal latinoamericana 
moderna. El trabajo asalariado en particular, en la 
definición de la Organización internacional del 
Trabajo, comprende el intercambio de habilidades 
físicas o intelectuales puestas al servicio de la pro-
ducción de bienes y servicios a cambio de una 
remuneración, la cual comprende salarios y be-
neficios no salariales, así como unas condiciones 
de trabajo seguras y un ambiente en el cual el 
proceso del trabajo preserve la dignidad del tra-
bajador. al respecto, en la mayoría de los países 
se han promulgado normativas legales que pre-
tenden proteger la institución social del trabajo, a 
sabiendas de la existencia de intereses contrapues-
tos entre trabajadores y patronos, y con clara con-
ciencia de la necesidad de relaciones de trabajo 
más o menos armoniosas para el logro de objeti-
vos de prosperidad económica social e individual.

sobRe eL saLaRio en venezueLa
El artículo 98 de la Ley Orgánica del Trabajo, los 

Trabajadores y Trabajadoras (LOTTT), promulga-
da por el presidente Chávez en el año 2012 en el 
marco de la Ley Habilitante establece lo siguiente: 

Todo trabajador o trabajadora tiene derecho a un 
salario suficiente que le permita vivir con digni-
dad y cubrir para sí y su familia las necesidades 
materiales, sociales e intelectuales. El salario go-
za de la protección especial del Estado… 

En cuanto al monto del salario, el artículo cien 
de la LOTTT establece, entre otras cosas, que pa-
ra fijar el monto del salario se tendrá en cuenta:

1. La satisfacción de las necesidades materiales, 
sociales e intelectuales del trabajador, la traba-
jadora, sus familiares y dependientes, que les 
permitan una vida digna y decorosa.

¿Es posible para un ciudadano vivir de un 
salario en el actual contexto de crisis económica 
que vive el país?

“Rentabilidad” del empleo

Trabajo asalariado en tiempos de crisis
Javier Hernández*

La intención del presente artículo es hacer una breve 

caracterización del efecto que tiene sobre el proceso 

social del trabajo la actual crisis económica de 

Venezuela, y la percepción que se desarrolla sobre el 

trabajo asalariado en un contexto en el que se ven 

truncadas las aspiraciones materiales mínimas de la 

población, incluso al vincularse de alguna manera con 

el mercado de trabajo
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situaCión deL saLaRio y deL empLeo  
en venezueLa
Comparado con otros países en desarrollo, el 

costo salarial en Venezuela es relativamente alto 
cuando se consideran los beneficios sociales no 
salariales (pago de guarderías y bono de alimen-
tación, por ejemplo) que se han incorporado en 
las diferentes contrataciones colectivas tanto del 
sector público como privado, así como el uso y 
costumbre que ha incorporado beneficios a los 
trabajadores como un mecanismo para la cap-
tación y retención de los talentos necesarios pa-
ra la actividad productiva. De este modo, el pa-
go de seguros de salud privados, seguros de 
vehículo, clubes sociales y bonificaciones, entre 
otros, pasan a formar parte del “paquete salarial” 
de las mejores empresas e instituciones del país. 
Por otra parte, algunos conceptos salariales co-
mo el bono vacacional, las utilidades o aguinal-
dos en el sector público están establecidos por 
ley en sus límites inferiores. El salario y el bono 
de alimentación conforman el ingreso mínimo 
legal del trabajador en Venezuela.

Una revisión a la evolución del salario y la in-
flación de nuestro país en los últimos años da 
cuenta de un proceso que en determinados mo-
mentos procuró mantener el salario mínimo co-
mo instrumento de política social, equiparado 
con una canasta de consumo normativa, logran-
do que el ingreso mínimo legal cubriera el costo 
de esa canasta de consumo. Durante algunos 
años se logró ese objetivo, pero a causa de las 
presiones inflacionarias exacerbadas en años re-
cientes a falta de medidas de política económica 
acertadas, se ha producido un enorme deterioro 
del poder de compra del salario y, por tanto, un 
acelerado empobrecimiento de la población.

El instituto Nacional de Estadística (iNE) mane-
ja –aunque desde noviembre de 2014 dejó de pu-
blicar– un indicador sobre la evolución del costo 
de una canasta alimentaria normativa (CaN). Los 

valores de la CaN que maneja el iNE dan cuenta 
del crecimiento acelerado de los precios de los 
productos que la conforman. Debe considerarse 
además que, por diseño, la CaN del iNE asume 
una elevada participación de Mercal y Pdval –es 
decir alimentos subsidiados– en la canasta del ve-
nezolano promedio, lo cual distorsiona las cifras 
y explica el divorcio entre los valores reportados 
por el iNE y los que los ciudadanos sienten en el 
bolsillo a la hora de pagar sus compras.

La Canasta alimentaría Normativa (CaN), es un 
indicador estadístico que tiene por objeto medir 
el costo mensual de un conjunto de alimentos 
que cubren la totalidad de los requerimientos 
nutricionales, toma en cuenta los hábitos de 
consumo de la población venezolana, las dis-
ponibilidades de la producción nacional y el 
menor costo posible1.

En cuanto a los rubros que son objeto de la 
medición del iNE y que conforman la CaN se 
encuentran:

- Cereales y productos derivados.
- Carne y sus preparados.
- Pescados y mariscos.
- Leche, quesos y huevos.
- Grasa y aceites.
- Frutas.
- Hortalizas.
- Raíces, tubérculos y otros.
- Semillas, oleaginosas y leguminosas.
- azúcar y similares.
- Café, té y similares.
Tomando las cifras oficiales del iNE sobre el 

valor de la CaN desde enero de 2008, se obser-
va que a noviembre de 2014 se registraba una 
inflación acumulada en alimentos de 852 % apro-
ximadamente, mientras que en el mismo lapso, 
el ingreso mínimo legal se ajustó 605 %. Partien-
do de las cifras oficiales del iNE a enero de 2008 
y aplicando el ajuste de inflación de acuerdo al 
Índice Nacional de Precios al Consumidor (iNPC) 
publicado por el BCV (asumiendo que en 2015, 
el aumento de precios ronda el 10 % mensual), 
se obtiene que el valor de la CaN sería, en no-
viembre 2015, de al menos Bs. 25.002,20, lo que 
significa que en la familia tipo considerada en la 
CaN se necesitan 1.53 adultos, con ingreso míni-
mo legal –y accediendo a los subsidios– para cu-
brir únicamente la Canasta alimentaria Normati-
va. Nada de ahorro u otros gastos. (Ver gráfico 1)

¿entonCes, paRa qué tRabajaR?  
La infoRmaLidad es más RentabLe
En el país se registra un fenómeno peculiar, 

como muchos de los fenómenos económicos del 
petroestado: a diferencia de otros países de amé-
rica Latina, el desempleo en Venezuela no pa-
rece ser un problema. El problema radica en la aRCHiVO GUMiLLa
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“rentabilidad” del empleo. En Venezuela podría 
estar produciéndose un fenómeno que hasta 
ahora parecía una excentricidad de la teoría eco-
nómica neoclásica: el desempleo voluntario. En 
esta teoría, existe un ajuste perfecto entre la de-
manda y la oferta de mano de obra. En situacio-
nes en que la oferta de mano de obra supera a 
la demanda, los trabajadores aceptan reducir sus 
salarios hasta el punto en el que resulte atracti-
vo para el empleador contratarle. En eso coin-
cide con la visión marxista de la existencia de 
un ejército industrial de reserva que mantiene 
bajos los salarios para beneficiar al capitalista. 

Pero desocupación y desempleo son cosas di-
ferentes. Quizá en otros países la informalidad es 
un camino difícil pero en Venezuela es perfecta-
mente una opción, muchas veces más rentable 
en el corto plazo que la de un empleo formal y 
sus implicaciones. En un país donde el Estado 
provee de salud y educación gratuitas, además 
de un sistema de pensiones de reparto, no exis-
ten incentivos (o son muy pocos) para preferir la 
formalidad que garantice el retiro en condiciones 
más o menos dignas: en primer lugar porque no 

es cierto que con ello se garantice una mejor ca-
lidad de vida con el cobro de una pensión, y se-
gundo porque incluso quien no haya cotizado 
seguridad social tiene acceso a los mismos servi-
cios que quien sí lo hizo. La calidad de esos ser-
vicios es otra discusión, pero es algo que iguala 
a quien cotizó con quien no lo hizo. 

Cada vez es más común ver personas jóvenes 
en edad productiva dedicarse a la buhonería, a 
los mototaxis, a matar tigres y, en los últimos 
tiempos, al bachaqueo de productos de primera 
necesidad. Las múltiples oportunidades de arbi-
traje que ofrece una economía enferma y alta-
mente distorsionada como la venezolana, se con-
vierten en la aspiración de quienes, con un buen 
contacto en algún organismo público, pueden 
multiplicar varias veces el ingreso mensual de 
un trabajador promedio, independientemente 
del nivel académico que ostente.

Existe una percepción generalizada –que cual-
quier empresario puede corroborar– de que en 
el país es muy difícil encontrar personal compe-
tente dispuesto a trabajar. a pesar de las cifras de 
ocupación formal, que muestran un ligero repun-
te en el lapso 2001-2014 en años de bonanza eco-
nómica, la composición de ese empleo tiene im-
plicaciones en la calidad y sostenibilidad del mis-
mo. El empleo público, por ejemplo, muestra un 
importante crecimiento en el período analizado, 
registrando una variación de 88,4 %. Como es 
bien conocido, el empleo público no responde a 
la dinámica del crecimiento económico por lo 
que, en épocas de restricción del ingreso petro-
lero, se constituye en una carga adicional al pre-
supuesto público. El empleo en el sector manu-
facturero, por otra parte, que sería un indicador 
proxy de la situación de la industria y por tanto 
de la diversificación económica del país, creció 
solo 22 % en el mismo lapso, comparado con la 
población ocupada que aumentó 48 % y la po-
blación activa que aumento 32 %. (Ver gráfico 2)

aun cuando no se dispone de datos oficiales, 
es perfectamente posible suponer que si en épo-
cas de crecimiento económico el empleo formal 
registró tímidos niveles de crecimiento, en una 
época de crisis tan intensa como la que se vive 
en el país en la actualidad, y desde el año 2014, 
se hayan producido ajustes en el mercado de 
trabajo, con el consecuente incremento en la 
informalidad.

sistema eduCativo, foRmaCión y desempLeo
Esto nos lleva a otro punto, y es el relacionado 

con la educación: los dramáticos casos de docen-
tes, médicos, bomberos y policías cuyos salarios 
son de hambre, revelan que el nivel educativo o 
la formalidad de la ocupación, poco o nada tie-
nen que ver con las posibilidades de progreso 
material, lo cual se transforma en un poderoso 
mensaje de desesperanza a las jóvenes genera-

Gráfico 2. evolución de la ocupación 2001-2014

Gráfico 1. evolución del ingreso mínimo legal y el costo  
de la Can
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ciones en proceso de formación: no importa cuán-
to estudien y cuánto se esfuercen, de todas ma-
neras no van a lograr nada más allá de un apar-
tamento asignado por el Gobierno. Es posible que 
estemos en presencia, por primera vez en muchos 
años, de una generación de jóvenes para quienes 
ingresar a una universidad no representa un an-
helo, ni la posibilidad de un mejor porvenir.

¿Y qué hay con las posibilidades a futuro? El 
lamentable proceso de destrucción al que fue so-
metido el iNCE en los últimos 20-25 años, dejó 
sin posibilidades a miles de jóvenes que abando-
nan sus estudios formales y, por otra parte, a un 
sector productivo nacional poco competitivo, en-
tre otras cosas, por la escasez de obreros califica-
dos. Es por ello que en los barrios del país se 
cuentan por docenas los mototaxistas bachilleres 
en ciencias (que por cierto nada saben de cien-
cias), mientras que un electricista, un tornero, un 
soldador o un buen albañil son casi imposibles 
de conseguir. Esto crea una paradoja por cuanto 
los obreros especializados, aun cuando requieren 
menos años de formación, reciben mejores remu-
neraciones que profesionales universitarios con 
postgrado. Sin duda, una señal del divorcio de las 
políticas educativas con las necesidades del país.

El empleo formal tiene una baja indexación 
con la inflación. Cada incremento salarial tiene 
un efecto acrecentado debido a los costos no 
salariales y las provisiones que debe tomar el 
empleador, entre ellas la retroactividad de las 
prestaciones sociales. Es importante considerar 
el enorme peso financiero que representa para 
el Estado los continuos incrementos nominales 
en el salario, los cuales son extensivos a las pen-
siones de jubilación. 

Por otra parte, la ocupación informal, vincu-
lada al comercio o la prestación de servicios 
profesionales, tiene una elevada capacidad –acre-
centada según la escasez relativa del bien o ser-
vicio que ofrezcan– de ajustar rápidamente sus 
ingresos al paso de las expectativas de inflación. 
En ausencia de cifras oficiales de inflación y el 
abandono por parte de las autoridades de sus 
responsabilidades en la conducción de la polí-
tica económica, la fijación de los precios en el 
sector informal se ha apegado a las oscilaciones 
del dólar paralelo, reforzando las barbaridades 
que se observan en la economía doméstica.

¿qué haCeR?
Un cambio pasa por modificar el mensaje, re-

forzar la necesidad no solo de trabajar –en el sen-
tido de cumplir un horario–, sino de ser produc-
tivos, esforzarse, ahorrar para el retiro. Dejar bien 
claro, por si a alguien le quedan dudas, que Ve-
nezuela no es un país rico, y que los ciudadanos 
no nos merecemos nada automáticamente por 
haber nacido sobre un mar de petróleo. Hay mu-
chos mecanismos de política económica y social 

para constituir los incentivos para el desarrollo de 
conductas positivas hacia el trabajo como valor.

Medidas concretas también hay muchas, y 
pasan especialmente por el apoyo hacia el sec-
tor manufacturero nacional, así como los secto-
res agrícola y pesquero que son intensivos en 
mano de obra. El congelamiento de la nómina 
pública, y un reenfoque del iNCE hacia la for-
mación de mano de obra especializada como 
alternativa y como complemento al sistema edu-
cativo formal tradicional, entre otras medidas, 
son urgentes aunque sus beneficios se cosecha-
rán en diez o quince años.

Las políticas orientadas a la capacitación, la 
formación para el trabajo y el aprovechamiento 
del espíritu emprendedor del venezolano me-
diante el apoyo a los emprendimientos formales, 
especialmente aquellos orientados a la innova-
ción, son cruciales para preparar al país para las 
nuevas condiciones que surjan luego de la hora 
oscura que le ha tocado vivir. Sin duda, un cam-
bio cultural hacia el trabajo y el desarrollo de 
una fuerza laboral capacitada y productiva son 
hoy más que nunca una necesidad para afrontar 
los años por venir.

La depauperación del poder de compra del 
salario produce impactos asimétricos en la po-
blación trabajadora con consecuencias importan-
tes sobre las posibilidades de desarrollo econó-
mico del país en el mediano y largo plazo, al 
estimular una reorientación de la fuerza laboral 
profesional, que ha invertido tiempo y recursos 
en el desarrollo de habilidades específicas y a la 
cual se le hace prácticamente imposible vivir con 
su salario (docentes, investigadores, médicos en-
tre otros), en favor de la emigración, o de ocu-
paciones de menor productividad e impacto so-
cial pero que paradójicamente tienen mayor ca-
pacidad de indexar sus ingresos a la inflación, 
como taxistas y comercio informal entre otros. 
El marco de incentivos que perjudica la profe-
sionalización y la capacitación se constituye en 
una importante limitación a las capacidades de 
la sociedad para enfrentar los desafíos de una 
economía del conocimiento globalizada, una vez 
superada la precaria situación actual que ha re-
trocedido la agenda de discusión hasta mediados 
del siglo xx. Es un falso dilema el que se plantea 
entre políticas públicas orientadas a la satisfac-
ción de las necesidades más básicas de la pobla-
ción más vulnerable, y las orientadas a estimular 
y recompensar adecuadamente a una clase media 
profesional, que forma parte de la solución y que 
se constituye en una reserva de talento y capa-
cidad para afrontar los retos de una sociedad 
moderna. De cada quien según sus capacidades.

*Economista. 

notas 

1  Fuente: www.ine.gov.ve
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